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PROYECTOS 



SOBRE 



LA JURISDICCIÓN MILITAR Y EL CONSEJO DE OFICIALES GENERALES. 



ANTECEDENTES. 



Promulgado y publicado el Código de Justicia Militar, el 
señor doctor Alberto Elmore, vocal de la Corte Suprema, di- 
rigió el siguiente oficio al señor Presidente del Tribunal, pro- 
poniendo se pidiese al Congreso la reforma de dicho Código 
respecto de la jurisdicción militar y la autoridad del Supremo 
Consejo de Guerra y Marina, 

Lima, Abril 15 de iSgg. 
Señor Presidente de la Excma. Corte Suprema, 
Sr. Presidente: 

Laudables son los móviles, que han originado la sanción del 
Código de Justicia Militar, recientemente publicado. En él 
se encuentran, sin duda, sabias disposiciones; pero contenien- 
do materias tan complejas y delicadas, como la organización 
de los Tribunales Militares, la jurisdicción que éstos ejercen, 
la penalidad aplicable á delitos y faltas, y el procedimiento 
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de los juicios, no es extraño que ese Código adolezca de al- 
gunos defectos, que los Poderes Públicos deben tratar de co- 
rregir, y que especialmente han de llamar la atención del Po- 
der Judicial. 

En efecto, el nuevo Código afecta profundamente, no sólo 
la jurisdicción privativa, que sin contradición ha estado ejer- 
ciendo este Supremo Tribunal; sino también la jurisdicción 
ordinaria, que compete á la justicia del fuero común. 

El artículo 459 del Reglamento de Tribunales, que es ley 
de la República, estatuye que la Corte Suprema conozca de 
los recursos de nulidad en todas las causas de jurisdicción pri- 
vativa, inclusas las del fuero de guerra y de marina, confor- 
me á la atribución 7a, artículo 1 1 8 de la Constitución ; atri- 
bución reproducida en el inciso 70, artículo 17 de dicho Re- 
glamento, que está vigente, Y sin embargo, el Código de 
justicia Militar funda un Supremo Consejo de Guerra y Ma- 
rina, que ha suplantado en esa jurisdicción al Supremo Tri- 
bunal de la República. 

Por otra parte, el nuevo Código extiende el fuero militar 
á delitos, que, por la naturaleza propia de ellos y en garan- 
tía de los ciudadanos, han estado sujetos en el Perú á la au- 
toridad de los jueces del fuero común. 

Basta aludir á los artículos 10, 13 y 210. en que la juris- 
dicción privativa se aplica á los militares, aun por deli- 
tos comunes á ellos imputables, y á pesar de que la infracción 
no se cometiera estrictamente en efectivo servicio, (art. 12, 
3a parte;) y referirme también á los artículos 11, 14, 15, inci- 
sos loy 30, 21, 18, 228, 240, en que esa jurisdicción se extien- 
de á toda clase de personas, y hasta por delitos comunes; — 
sea por ofenderse á fuerza armada ó á individuos del ejér- 
cito ó de la policía, en comisión y con uniforme, (art. 12, la 
parte) — sea por razón del lugar en que se delinca; — ora en 
virtud del estado de guerra, en que se verifica el hecho; — 
ora por estar sometido á ese fuero privativo otro codelincuen- 
te, de la misma infracción; — ya por hallarse el acto com- 
prendido en los bandos que dicten las autoridades militares 
(art. 1 1, inciso 10;) — ya, en fin, lo que es más notable, sólo 
por la índole grave del delito, aunque no sea éste de natura- 
leza miHtar, ni perpetrado por ó contra un militar: (inciso 90, 
artículo 11). 

Más todavía: tal justicia privativa ha adquirido jurisdicción 
sobre asuntos civiles, que siempre han estado sujetos á los 
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jueces ordinarios. Tal sucede: con las responsabilidades ci- 
viles declaradas por las autoridades militares; con las accio- 
nes civiles nacidas de acto ó contrato celebrado en campaña, 
aun cuando el demandante no sea militar, (art. 26 y 680;) y con 
la facción de inventarios y adopción de disposiciones para la 
seguridad de los bienes, por fallecimiento de un militar, en 
defecto de personas interesadas en ellos: (arts. 27 y 676). 

La oscuridad real ó aparente de las leyes y la tendencia de 
todo poder á extender la esfera de su actividad originan con- 
flictos de competencia entre jueces ordinarios y jueces priva- 
tivos. Tales cuestiones han sido decididas siempre por la 
justicia ordinaria, porque la privativa es excepcional por su 
naturaleza; debiendo en caso de duda resolverse ésta en fa- 
vor de la jurisdicción ordinaria, (arts. 390, 391, 394, Código 
de Enjuicimientos Civil;) y conservándose de esta manera por 
la Corte Suprema, tanto la unidad de doctrina, en materia de 
gran trascendencia, cuanto la eficacia de la garantía contra 
los peligros de la indebida extensión de la justicia privativa. 
Ahora bien tal prerrogativa está aniquilida con el inciso 10 ¿, 
artículo 49 del nuevo Código, que atribuye al Supremo Con- 
sejo de Guerra y Marina la potestad de dirimir las competen- 
cias con jurisdicciones extrañas; entre las cuales se cuenta, 
sin duda, la de la justicia ordinaria; y también con el artícu- 
lo 35, queda la preferencia á la jurisdicción militar, en igual- 
dad de circunstancias. 

Por último, el citado Código privativo se halla en pugna 
con la base cardinal de la Constitución, que instituye, con la 
más alta potestad, una sola autoridad ejecutiva y una sola 
autoridad judicial ; pues el Supremo Consejo de Guerra y Ma- 
rina es una nueva Corte Suprema de Justicia, creada por ese 
Código, paralelamente á la única Corte Suprema, que esta- 
blece la Constitución : (art. 79 de aquél y art. 125 de ésta). 

Semejantes límites de la plenitud de jurisdicción, que por 
las leyes y las tradiciones ha ejercido, mantenido y defendi- 
do este Supremo Tribunal, y que siempre se han respetado, 
no obstante las convulsiones políticas de la República; seme- 
jantes invasiones de la jurisdicción ordinaria por un fuero pri- 
vativo, que, con tal amplitud, se hace peligroso; — semejan- 
te organización judicial, contraria al principio fundamental de 
la Constitución del Estado, que establece en la República una 
sola y única Corte Suprema de Justicia, á la cual se hallan 
subordinadas todas las otras instituciones judiciarias; — me 
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inducen á pedir á US. se sirva convocar en sala plena al Su- 
premo Tribunal, para que éste, con su reconocida sabiduría, 
se digne, si lo tiene á bien, ejercer la atribución, que le con- 
fieren el artículo 67 de la Constitución y el artículo 9, título 
preliminar del Código Civil; acordando presentar al Congre- 
so el proyecto de ley, que abrogue las disposiciones del Códi- 
go de Justicia Militar, en cuanto cercenan la jurisdicción or- 
dinaria, amenguan la autoridad de la Corte dignamente pre- 
sidida por US., y crean una dualidad de poderes supremos, 
en materias judiciales. 

Dios guarde á US. 

Alberto Elmore. 



No habiéndose formulado el proyecto de ley, reformatorio 
del Código de Justicia Militar, que se solicitaba en el anterior 
oficio, el señor Presidente cesante de la Corte Suprema, doc- 
tor don Ricardo W. Espinosa, en su memoria leída al abrir- 
se los Tribunales el 18 de Marzo de 1905, expresó lo si- 
guiente : 

«El Código de Justicia Militar, que indudablemente vino á 
satisfacer una necesidad largo tiempo sentida, introduciendo 
el orden y fortaleciendo la disciplina en el ejército, regulari- 
zando la penalidad y estableciendo los Tribunales militares 
y los procedimientos á que deben sujetarse, adolece, sin em- 
bargo, de graves inconvenientes que es indispensable corre- 
gir. 

«La jurisdicción militar es privativa: constituye una excep- 
ción de la jurisdicción ordinaria, que es la regla general; y 
por consiguiente, no puede extenderse sino á las cosas ú obje- 
tos correspondientes á la institución militar. Pero el Código 
del ramo no se limita á ésta, sino que da á la jurisdicción mi- 
litar una extensión alarmante para las garantías individuales. 
Están sujetos á ella, no sólo los militares, aun por delitos del 
fuero común, y también por actos ó contratos ó responsabi- 
lidades meramente civiles, sino también los particulares, por 
sólo la circunstancia del lugar ó tiempo en que cometen el 
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delito, ó simplemente por la gravedad* del hecho imputado. 
Si fuera á aplicarse estrictamente el Código Militar, pocos 
serían los casos en que la justicia ordinaria pudiera ejercerse 
en materia criminal. 

<La 'Constitución Política en su artículo ciento veinticinco 
establece una Corte Suprema en la República, es decir, una 
autoridad suprema en materia judicial; y sin embargo el Có- 
digo, de que se trata, coloca al lado de ella otra Corte Supre- 
ma, con el nombre de Consejo Supremo de Guerra, y esto 
en* virtud de una ley, que no se ha expedido con los requisi- 
tos de una reforma constitucional. 

«Pero el citado Código no establece ciertamente paridad 
entre la Corte y el Consejo Supremo, sino que pone á éste 
en grado superior á aquélla, desde que le da la facultad de 
dirimir las competencias entre la jurisdicción de guerra y las 
jurisdicciones extrañas, entre las cuales se encuentra la ordi- 
naria. De manera que un Tribunal privativo, compuesto en 
su mayoría de militares, es el llamado á resolver cuestiones 
esencialmente jurídicas, como son las jurisdiccionales y las 
contiendas de competencia. 

<Tal estado de cosas no debe prevalecer, y por lo mismo 
es indispensable que el Poder Legislativo consagre una par- 
te de su tiempo á la reforma de ese cuerpo de leyes, que es- 
tá pendiente de su resolución desde el año de i899>. 

Para hacer efectiva la reforma promovida por los señores 
Elmore y Espinosa, el señor vocal doctor don Rafael Villa- 
nueva en la sesión de sala plena del Tribunal el 2 de Junio 
de 1905 solicitó que se nombrase al efecto una comisión; de- 
signándose con tal fin al señor vocal doctor don Luis Felipe 
Villarán, á propuesta del actual Presidente, señor doctor El- 
more. 

Los proyectos, que el señor vocal comisionado propuso, 
fueron discutidos en varias sesiones; y se aceptaron con al- 
gunas modificaciones, quedando formulados en los términos 
siguientes: 
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PROYECTOS DE LEY. 



ler. Proyecto — Jurisdicción militar. 



EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA PERUANA 

Considerando: 

Que la justicia militar es una excepción de la justicia ordi- 
naria, y debe limitarse al objeto que tiene, de mantener la 
disciplina de la fuerza armada; siendo peligroso para las liber- 
tades públicas y la seguridad general dar á esa jurisdición 
mayor alcance, que el indispensable para el fin de su institu- 
ción; 

Ha dado la ley siguiente: 

Art. I .'' -^ A la jurisdición militar están sujetos los militares, 
únicamente por infracciones cometidas en actos de servicio, 
previstas por el código de justicia militar. 

Art. 2.° — Dicha jurisdición se extiende: 

I."* A los asimilados militares, esto es, los empleados de 
los cuerpos de sanidad, intendencia, veterinaria, maestranzas, 
y demás dependencias del ministerio de la guerra. 

2.° A los asimilados en cuartel, sujetos á la disciplina mi- 
litar. 

3." A los supernumerarios é individuos de las reservas, 
desde su llamada al servicio activo en caso de movilización, ó 
desde la llegada á su destino, cuando fueran convocados pa- 
ra maniobras, ejercicios ó revistas, hasta su separación del 
servicio. 

Art. 3."* Servicio militar es el que se presta á la Nación en 
el ejército, la armada, la gendarmería, las instituciones, de- 
pendencias ó comisiones militares; y también en la guardia 
civil, cuando en tiempo de guerra nacional ó civil sea puesta 
á disposición del ministerio de la guerra. 

Art. 4."* — Por razón del lugar, en que el delito se cometa, 
es competente la jurisdicción militar, para conocer delascau- 
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sas contra toda clase de personas, que en los cuarteles, arse- 
nales, buques de guerra, campamentos, fortalezas y demás 
establecimientos de guerra, perpetren delito, que perturbe el 
servicio militar, ó afecte la seguridad de esas dependencias 
militares. 

Art. 5/ — En tiempo de guerra nacional quedan sometidos 
á la jurisdicción penal militar: 

1/ Las personas que, en el territorio de operaciones, 
acompañen al ejército, en virtud del permiso. 

2." Los reos de traición, espionaje, infidencia, instigación 
á la deserción, saqueo, ó despojo, en la circunscripción del 
ejército nacional, estando éste en presencia del enemigo. 

3.'' Los habitantes de plazas sitiadas, á falta de jueces 
del fuero común; debiendo imponerse los castigos, según las 
leyes penales comunes. 

4.'' Los reos de salteamiento, ataque á trenes ó á posti- 
llones de correo, destrucción de hilos telegráficos ó de puen- 
tes, levantamiento de rieles ú obstrucción de vías férreas, in- 
cendio y secuestro de personas, cuando el delito se verifique 
en territorio de operaciones militares, con el propósito de cau- 
sarles daño. 

5,° Los que ataquen á centinelas, correos militares, avan- 
zadas ó tropa cualquiera. 

ó.** Los prisioneros de guerra y personas constituidas en 
rehenes. 

Ar. ó.*" — Cuando en el delito hayan participado militares 
y paisanos y unos y otros estén sujetos á diversa jurisdic- 
ción, según las leyes, ellos serán juzgados con separación por 
sus jueces propios. Sólo en tiempo de guerra nacional la ju- 
risdicción privativa, á que estén sometidos los autores del de- 
lito, se extienda á sus coautores, cómplices y encubridores, 
aunque éstos no formen parte del ejército, ni estén á su ser- 
vicio. 

Art. 7.^ — Quedan derogados los artículos 9, 10, 11, 12, 13, 
14, 15, 17, 18, y todas las disposiciones del Código de Jus- 
ticia militar, que se opongan á la presente ley. 

Comuniqúese, etc. 

Lima, 10 de Agosto de 1905. 

(Firmado) — Alberto Elmore. 
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Nota de remisión del anterior proyecto al Congreso, 
con la exposición de motivos 



ExcMA. Corte Suprema dk Justicia 



Lifua, 2 de Agosto de 1905, 
Excmo. Sr. Presidente de la H. Cámara de Diputados. 

La Excma. Corte Suprema de justicia, al hacer uso del 
derecho de iniciativa, que le confiere el inciso 30 artículo 67 
de la Constitución del Estado, ha creído que en el estado ac- 
tual de nuestra legislación debe, de preferencia, promover 
las reformas, que se refieren á la jurisdicción de los tribuna- 
les, particularmente á la que corresponde á dicha Suprema 
Corte; y también, las referentes á la organización del Poder 
Judicial, en cuanto está vinculada á dicha jurisdicción. En 
el orden de una buena administración de justicia, es lo pri- 
mero organizar convenientemente el personal encargado de 
ella, y determinar con acierto las facultades, de que se le dote ; 
es después de estas mejoras, que importa perfeccionar el gran 
volumen de las leyes sustantivas y adjetivas, con el detenido 
estudio para ello requerido; sobre la cual hay trabajos prepa- 
ratorios de importancia, cuya terminación y sanción no pue- 
den esperarse en época próxima. 

Con aquel propósito la Suprema Corte, por mi órgano, tie- 
ne la honra de presentar al Poder Legislativo tres proyectos 
de ley, referentes á la jurisdicción militar, delimitada de la 
ordinaria, á las competencias entre una y otra jurisdicción, y 
á la organización del Tribunal militar de revisión, que se re- 
laciona con la Corte Suprema. 

Esta presentó en 1899 un proyecto modificatorio del Códi- 
go de Justicia Militar; pero en los años trascurridos la expe- 
riencia ha comprobado la necesidad de sustituir aquél con los 
que ahora presenta á la consideración del Congreso. 

El primero de estos proyectos es el que se acompaña con 
este oficio; en el cual van á exponerse las razones, en que 
aquél se funda. Los otros dos son objeto de las respectivas 
comunicaciones, que en esta fecha también dirijo á V. E. 
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Los tribunales militares son tribunales de excepción, crea- 
dos para mantener la disciplina de la fuerza armada del Es- 
tado: <de esta necesidad es que se deriva la legitimidad de 
esa justicia privativa: la cual no tiene razón de ser, en cuan- 
to tal necesidad no existo; preciso es, pues, que la ley fije el 
alcance de tal jurisdicción con un criterio riguroso; y que no 
penetre en el dominio de la justicia ordinaria, sino en la me- 
dida exigida por la salud pública. 

Si bien ésta requiere para mantener la disciplina, que los 
militares vean en sus jefes á sus jueces, con facultad de im- 
poner severas penas en vía sumaria; ha de considerarse tam- 
bién, que los ciudadanos dedicados á la carrera de las armas 
se educan en la escuela de la disciplina para ganar la victo- 
ria, no en la escuela del Derecho para decidir problemas ju- 
rídicos; y que, por otra parte, el jefe de las fuerzas de mar y 
tierra es el Presidente de la República, cuya autoridad en 
este ramo no debe debilitarse, y ha de extenderse á todos los 
miembros del Ejército y Armada. De estas premisas se de- 
duce, que los jueces militares, en general, carecen de las con- 
diciones cardinales de preparación, serenidad é independen- 
cia, que aseguran una buena administración de justicia . N ues- 
tros jueces militares no se han mostrado inferiores á los de 
otros países, y se han esforzado por cumplir sus deberes; pero 
han tenido que luchar con ese vicio orgánico de la institución, 
existente en todas partes, y explicado por los tratadistas. A 
pesar de ello, hay que conservar la justicia militar, como ne- 
cesidad de la seguridad general, y como garantía de que 
la fuerza armada realice, sin abusos, su altísima misión en el 
Estado. Semejante situación hace más evidente la precisión, 
que hay, de restringir esa justicia privativa á los límites indis- 
pensables, requeridos para mantener la disciplina militar. 

Para corregir imperfección tan radical, se ha implantado 
en algunos países, y parcialmente en el Perú, tribunales mix- 
tos de militares y letrados. Pero esta combinación, aunque 
puede atenuar los defectos apuntados, no ha resultado del 
todo feliz: los jueces militares si se sometieran ciegamente 
á los letrados, serían inútiles; y en caso de proceder los pri- 
meros con criterio propio, atendiendo á sus sentimientos pro- 
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fesionales, y no penetrándose de la doctrina de los segundos, 
éstos serían los que careciesen de objeto en el tribunal; 
constituyendo unos y otros, en todo caso, votos heterogéneos, 
que no pueden sumarse ó restarse, para producir la unidad 
jurídica esencial en una sentencia. 

En su consecuencia, la jurisdición militar há de referirse 
únicamente á los delitos cometidos por militares, en acto de 
servicio. Se considera también como militares á los asimila- 
dos en cuartel, que prestan ese servicio, así como á los super- 
numerarios é individuos de las reservas, en el caso de prestar 
ó ir á prestar el mismo servicio; desde que existen idénticas 
razones, para someterlos á los tribunales militares. 

De esta suerte dicha jurisdicción privativa tiene el carácter 
de real, fundada en la naturaleza del acto practicado y juzga- 
do; no personal por la calidad del culpable. 

De lo expuesto se deduce, que queda sujeto á la jurisdic- 
ción del fuero ordinario el mihtar, que cometa delitos comu- 
nes, aunque él esté en servicio; según se observó en la Exposi- 
ción de motivos del Código Francés del ramo, el militar tiene 
doble carácter: es ciudadano y soldado; como ciudadano se ha- 
lla bajo el imperio de las leyes comunes, y debe á la justicia 
ordinaria la reparación de las trasgresiones de esas leyes, que 
ejecute; como militar está sometido á la ley especial del ejér- 
cito, y sus infracciones contra ella son castigadas por la justicia 
militar. 



II 

Por lo mismo, los paisanos, aunque sean codelincuentes 
con militares, en el delito sujeto á la justicia militar, no son 
juzgados por ésta, sino que siguen sometidos á la jurisdicción 
de sus jueces propios. La regla jurisdiccional y de procedi- 
miento, de que se acumulen ante un solo juez los juicios se- 
guidos contra diversas personas, en caso de unidad ó conexión 
de los hechos, no se funda en un principio inviolable de jus- 
ticia, ni en un interés vital del Estado: constituye un simple 
medio de facilitar el acierto en las resoluciones judiciales. 
Por tanto, tal regla no puede sobreponerse, sino que debe 
ceder al axioma ya reconocido, de que la seguridad general 
quedaría en peligro, arrastrando, en tiempo de paz, ante la 
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jurisdicción militar á los paisanos acusados de ser coautores, 
cómplices ó encubridores de militares; y la falta de garan- 
tías, propia de esa justicia privativa, no puede hacerse sufrir 
á los que no han abrazado la carrera de las armas, ni están 
sujetos á la disciplina militar, cuya conservación es la única 
razón de la existencia y justificación de esa jurisdicción. 



III 

Contiene el proyecto dos excepciones á los principios capi- 
tales expuestos, sometiendo á la jurisdicción militar á las per- 
sonas, que no forman parte de la fuerza pública. 

Es la primera relativa al caso, en que el delito sea perpe- 
trado en cuartel, arsenal, buque de guerra, campamento, for- 
taleza ú otro establecimiento de guerra, y perturbe el servicio 
militar, ó afecte la seguridad de esas dependencias: entonces 
el culpable, aun siendo paisano, ha penetrado á un estableci- 
miento esencialmente militar, y ha atentado contra su seguri- 
dad; no puede, pues, quejarse de quedar sometido á la auto- 
ridad, que manifiestamente fué á desafiar y ofender en su ex- 
clusivo campo de acción; excepción que, por otra parte, es 
tradicional en nuestra legislación del ramo. 



IV 

Es la segunda referente á ciertos delitos, en tiempo de gue- 
rra extranjera, que atentan contra el éxito de las operaciones 
de las fuerzas nacionales; desde que, por imperfecta que sea 
la justicia militar, es indispensable darle la mayor eficacia en 
el caso de que ello convenga, para resguardar los más sagra- 
dos derechos de la República, puestos al amparo de sus armas 
durante una guerra nacional. 

No sucede lo mismo en tiempo de paz ó durante una con- 
tienda civil, en que las leyes militares no deben constituir una 
protección privilegiada, en favor de la fuerza armada contra 
la población desarmada ; sino una defensa de los intereses per- 
manentes de la Nación, y en especial de la disciplina militar. 
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contra los abusos que esa fuerza armada, apartándose de su 
elevada misión, podría perpetrar fácil é irremediablemente. 

Con las propuestas disposiciones expresadas se mantiene 
en el proyecto el principio constitucional, que prohibe los fue- 
ros personales en la República; y también con ellas se con- 
cilia la necesidad de reducir la jurisdicción privativa á sus ra- 
cionales límites, con el objeto primordial de una buena legis- 
lación militar, que es garantizar la disciplina de la fuerza ar- 
mada, y por tanto, la estabilidad del orden interior y la efi- 
caz defensa del Estado en el exterior, sin daño de la seguri- 
dad del pueblo, ni mengua de las libertades públicas. 

No duda este Supremo Tribunal, de que el Poder Legisla- 
tivo se dignará dar preferente atención al adjunto proyecto, 
dada su importancia, la urgencia de su adopción y las evi- 
dentes razones en que se funda. 
Dios guarde á V. E. 

(Firmado) — Alberto Elmorc. 



2."" Proyecto — Organización y autoridad del Consejo 
de Oficiales Generales. 



EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA PERUANA 

Considerando: 

Que es necesario mantener el principio de la unidad del 
Poder Judicial, reconociendo en la Corte Suprema la autori- 
dad administrativa y la jurisdicción en último grado, cual- 
quiera que sea el fuero de las causas civiles y criminales, así 
como la especial que le corresponde en los juicios, que se si- 
guen contra los altos funcionarios públicos, conforme á las le-, 
yes; 

Que con tal propósito deben ser modificadas las disposicio- 
nes del Código de Justicia Militar, que destruyen esa unidad ; 

Ha dado la ley siguiente: 

Art. I o — Corresponde á la Corte Suprema conocer del re- 
curso de nulidad, que interpongan el fiscal ó la parte del en- 
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juiciado, en los juicios del fuero de guerra, en los casos en 
que pueda interponerse conforme á esta ley. 

Art. 20 — Corresponde á la misma Corte conocer origina- 
riamente en las causas sujetas al fuero de guerra, que se sigan 
contra los senadores, diputados, ministros de estado, magis- 
trados de la Corte Suprema, miembros del Consejo de Oficia- 
les generales, arzobispos, obispos y agentes diplomáticos del 
Perú en el extranjero. 

En la prosecusión de estos juicios se observarán los trámi- 
tes, que corresponden á los que se siguen contra los mismos 
funcionarios por delitos oficiales; pero se aplicarán las penas 
establecidas en el Código de Justicia Militar. 

Art. 30 — El recurso de nulidad procede: 

10 — Contra los autos, que resuelvan el artículo de falta 
de jurisdicción, en el sentido de que la causa no es del fuero 
común, sino del de guerra. 

20 — Contra las sentencias, que impongan la pena de 
muerte ó privación de la libertad por seis años ó más, ó la de 
degradación. 

30 — Contra las sentencias pronunciadas por la sala re- 
visora del Consejo de Oficiales generales, en las causas de que 
conoce originariamente este Consejo. 

Art. 40 — En caso de guerra nacional, cuando el Consejo 
de revisión ejerza sus funciones en campaña, fuera de la ca- 
pital de la República, no se admitirá recurso alguno de sus re- 
soluciones, 

Art. 50 — Compete á la Corte Suprema conocer del recur- 
so de reposición, contra las ejecutorias que hayan impuesto 
algunas de las penas graves, que indica el inciso segundo del 
artículo tercero. 

Art. 60 — El Consejo Supremo de Guerra y Marina se lla- 
mará en adelante Consejo de Oficiales generales; y se compon- 
drá de nueve vocales, seis de ellos generales y tres contra- 
almirantes, y de un fiscal letrado. 

Art. 70 — Corresponde al Consejo de Oficiales generales las 
funciones de orden jurisdiccional y administrativo, que el Có- 
digo de Justicia Militar concede al Consejo Supremo de Gue- 
rra y Marina, en cuanto no estén en oposición con esta ley. 
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Rigen asimismo, respecto de dicho Consejo, las demás dispo- 
siciones del referido Código, relativas á su organización. 

Art. 8o — Quedan derogados el artículo 40 del Código de 
Justicia Militar y los demás, que estén en oposición con esta 
ley. 

Comuniqúese, etc. 

Lima, 2 de agosto de 1905. 

(Firmado) — Alberto Elmore. 



Nota de remisión al Congreso del precedente proyecto, 
con la exposición de motivos 



ExcMA. CoBTE Suprema de Jürticia 



Lima, Agosto 2 de i(^o¿. 
Excmo. señor Presidente de la H. Cámara de Diputados. 

Por acuerdo de la Excma. Corte Suprema, y en uso de la 
iniciativa constitucional que le corresponde en la formación 
de las leyes, tengo la honra de presentar á la consideración 
del Congreso, por el órgano de V. E. , el adjunto proyecto 
de ley, á que se refiere el oficio, que también en esta fecha 
he dirigido á V . E. 

Versa este proyecto sobre la organización del Tribunal mi- 
litar de segunda instancia, en su relación con esta Suprema 
Corte de Justicia; y contiene reformas sustanciales de algu- 
nas disposiciones del Código de Justicia Militar. 



I 

La Constitución ha establecido el Supremo Tribunal como 
la institución más elevada del Poder Judicial, y como el cen- 
tro directivo de la administración de justicia en la República. 
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No es posible admitir la coexistencia de otro Tribunal ó Con- 
sejo supremo, de igual gerarquia ; lo que introduciría la dua- 
lidad en esta rama del Poder Público, y destruiría la unidad 
de gobierno y de doctrina, contrariando la ley fundamental 
déla República y la naturaleza propia que tiene ese Poder, así 
como los demás del Estado. 

La disposición constitucional de carácter transitorio, que 
contiene el artículo 136, y que permitió la subsistencia de los 
tribunales privativos existentes en 1860, no se refirió á la 
creación de otros nuevos, lo que no es materia de disposicio- 
nes de esa naturaleza ; y con mayor razón, ese artículo no ha 
podido autorizar se instituya un tribunal privativo y estable, 
de idéntica categoría al más elevado, que es el único recono- 
cido por la misma Constitución con gerarquia suprema, y por 
tanto exclusivo en su clase. 

En esta virtud el proyecto adjunto, dando al Tribunal mi- 
litar de segunda instancia la denominación de Consejo de Ofi- 
ciales Generales, y dejándole la facultad revisora y las demás 
jurisdiccionales y administrativas ordinarias, establece la ju- 
risdicción de la Corte Suprema de Justicia, en los recursos 
de nulidad interpuestos contra los tallos de aquel Consejo, 
en los casos de mayor gravedad. 

De este modo tendrá aplicación el principio cardinal en 
nuestro procedimiento, de que las causas no terminen en dos 
instancias, y de que existe el remedio de ese recurso de nuli- 
dad en los casos más importantes señalados por la ley. 

Así también se logrará conservar la unidad de dirección y 
de doctrina, en el ranío de justicia, bajo la autoridad de la 
Suprema Corte. 

Y, por último, de esa manera se conseguirá el mayor acier- 
to en los fallos; porque dominando las cuestiones de hecho 
en Is^stancia inferior, la investigación corre á cargo de jue- 
ces militares, cuya profesión les facilita la comprobación y 
calificación de los hechos; mientras que las cuestiones de de- 
recho predominan en la última escala del juicio; y es funda- 
do que en ésta, la solución de los arduos problemas jurídicos 
planteados sea atribuida al tribunal más elevado, constituido 
con las condiciones que el legislador ha creído de mayor efi- 
cacia, para garantizar á todos una recta é imparcial jus- 
ticia. 
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II 



La necesidad de que sea rápido el procedimiento en los 
juicios militares, y de que no se debilite la autoridad de los 
jefes en la fuerza armada, son razones para que el recurso de 
nulidad sólo pueda admitirse en los casos de mayor gravedad; 
en los cuales el error sería de más funestas consecuencias. 

Se consideran de esa trascendencia los fallos, que impon- 
gan pena capital, degradación ó pena privativa de la liber- 
tad por seis ó más años. Además, como la justicia militar su- 
pone que en la causa quede establecida la jurisdicción pri- 
vativa, si ésta fuere objetada, la resolución preliminar, que lá 
haya declarado, autorizará igualmente el recurso de nulidad. 

El Código de Justicia Militar ha introducido la feliz innova- 
ción en nuestras leyes de la revisión de las ejecutorias, en los 
casos de evidente error judicial, mediante el recurso de repo- 
sición. Si éste versase sobre una sentencia, cuya gravedad 
había permitido el recurso de nulidad, es fundado que de la 
reposición conozca el Supremo Tribunal, que es el llamado á 
corregir los errores judiciales en las causas de su competen- 
cia. 

III 

En cuanto á los juicios especiales del fuero de guerra, se- 
guidos contra senadores, diputados, ministros de Estado, ma- 
gistrados de la Corte Suprema, miembros del Consejo de 
Oficiales Generales y demás altos funcionarios del Estado, 
el conocimiento originario de ellos debe corresponder también 
al Supremo Tribunal, siguiendo la tramitación observada en 
los juicios contra dichos funcionarios por dehtos oficiales; y 
así se mantendrá la unidad en estos procesos de EstacJ^i; pa- 
ra los cuales las leyes han considerado necesario estatuir la 
observancia de procedimientos y garantías peculiares, así co- 
mo el ejercicio de la jurisdicción especial de la Corte Su- 
prema. 



También en este proyecto, á las reglas generales propues- 
s, se hace excepción en el caso de guerra nacional; supri- 
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miéndose el recurso de nulidad, contra los fallos dados por 
el Consejo de revisión, en campaña y fuera de la capital ; el 
cual reemplaza en tal situación al Consejo de Oficiales Gene- 
rales. En semejantes circunstancias, el recurso de nulidad, no 
sólo retardaría demasiado la terminación del juicio, sino que 
originaría frecuentemente la fuga é impunidad del reo, por 
las emergencias naturales en la guerra; todo con menoscabo 
de la disciplina y del prestigio de la autoridad militar; males 
que entonces es indispensable impedir de un modo radicad- 
porqué los intereses más vitales dé la República reclaman la 
imposición de penas rápidas y ejemplarizadoras, para fortifi- 
car la eficacia del ejército, y para resguardar contra malévo- 
los intentos á la fuerza armada, á la cual se ha confiado la 
honra y seguridad del Estado, en guerra con una potencia ex- 
tranjera. 



El proyecto deroga, en consecuencia, las disposiciones del 
Código de Justicia Militar, que le son contrarias; y también 
el artículo 4.^ que confiere al Poder Ejecutivo la potestad 
exorbitante, con el simple voto consultivo del Consejo Supre- 
mo de Guerra y Marina, de atribuir temporalmente jurisdic- 
ción militar á otras autoridades del ejército. 

Semejante delegación ó sustitución del poder jurisdiccio- 
nal es opuesta á la Constitución, contraria á la misma justi- 
cia militar, establecida legal y normalmente, como debe serlo 
toda justicia en el Esllido, y sumamente peligrosa para las 
garantías individuales. 

En la forma expuesta, el proyecto adjunto armoniza la ce- 
leridad, precisa de ordinario en los juicios militares, con el 
ma)^ acierto en los casos de más importancia; la suprema- 
cía ere la Corte Suprema de Justicia, y la consiguiente uni- 
dad de la jurisprudencia, con la jurisdicción privativa y pro- 
fesional, en las respectivas estaciones de la causa; en fin, el 
prestigio de los funcionarios militares y la disciplina del ejér- 
cito, con el amparo, que á la seguridad general ofrece la in- 
tervención del más alto Tribunal del Estado; sin que el plan 
así combinado perjudique, en tiempo de guerra nacional, á 
la protección privilegiada, debida entonces á la fuerza arma- 
da de la República, ni al éxito de sus operaciones^ 
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La trascedencia del referido proyecto y la necesidad de no 
aplazar por mayor tiempo la reforma en él propuesta, hacen 
esperar que el Poder Legislativo le dé preferencia en sus de- 
liberaciones. 

Dios guarde á V. E. 

(Firmado) — Alberto Elmore. 



3er. Proyecto — Contiendas de competencia 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA PERUANA 

Considerando: 

Que, siendo la jurisdicción privativa una excepción de la or- 
dinaria, conviene mantener, en todo caso, el principio con- 
signado en los artículos 390 y 394 del Código de Enjuicia- 
mientos Civil, por los cuales corresponde á los tribunales ordi- 
narios resolver las contiendas de competencia, que ocurran 
con los tribunales privativos, aun cuando éstos sean de la 
justicia militar. 

Que es indispensable conservar el principio de la unidad 
del Poder Judicial, reconociendo en la Corte Suprema, como 
el más alto tribunal en el orden gerárquico, la facultad de 
definir en último grado la jurisdicción^pque corresponde á los 
diversos tribunales de la República; 

Ha dado la ley siguiente: 

Art. 10 Las contiendas de competencia, entre la jn|fcdic- 
ción ordinaria y la de guerra, se decidirán por la Corte Su- 
perior, á cuyo distrito correspondan los jueces ó tribunales, 
entre quienes ocurran. 

Art. 20 Si éstos no correspondieren al distrito de la misma 
Corte Superior, ó si uno de los contendientes fuere el Con- 
sejo de Oficiales generales, la competencia será resuelta por 
la Corte Suprema. 

Art. 39 En caso de duda entre una y otra jurisdicción, se 
dará la preferencia á la ordinaria. 
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Art. 40 Derógase el inciso 1/ del artículo 49 y el artículo 
35 del Código de Justicia Militar, y los demás que estén en 
oposición con esta ley. 

Comuniqúese, etc. 

Lima, 19 de agosto 

(Firmado) — Alberto Élmore. 



Nota de remisión del precedente proyecto al CongresOí 
con la exposición de motivos. 



EIXCMA. CORTK SUPREMA. DE JUSTICIA 



Lima, 2 de Agosto de 1905. 
Excmo. señor Presidente de la H. Cámara de Diputados. 

Me es honroso presentar al Congreso, por el digno órgano 
de V. E., el adjunto proyecto de ley, que ha resuelto propo- 
ner la Excma. Corte Suprema, en virtud de la iniciativa cons- 
titucional que le corresponde. 

Versa él sobre la manera de dirimir las contiendas de com- 
petencia, que ocurran entre la justicia ordinaria y la justicia 
militar; y él completa las otras reformas del Código de Jus- 
ticia Militar, propuestas por el Supremo Tribunal, y objeto 
de los otros dos oficios, que también en esta fecha dirijo á V. E. 

La jurisdicción ordinaria se refiere á todas las cuestiones 
judiciales, que no requieren una justicia especial; y por ésto se 
halla instituida con todas las condiciones, que garanticen, en 
lo posible, el acierto en las resoluciones judiciales; ella es pues 
la jurisdicción normal, constituye el fuero común, y de ella 
son simples excepciones las justicias privativas. 

En el conflicto, que ocurra entre éstas y aquélla, es pues 
fundado, que la decisión corresponda á la autoridad ordinaria, 
de gerarquía superior á las dos que disputan la competencia; 
porque la que resuelve sobre la regla es la que debe definir 
la excepción; porque esa justicia ordinaria es la que mejor ga- 
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rantiza los derechos de todos; y porque sería inadmisible, que 
cada justicia privativa señalara los límites de la ordinaria, con 
un criterio variado, y frecuentemente contradictorio. 

En tal virtud, las contiendas de competencia entre el juez 
ordinario y el militar, que pertenezcan al distrito de una Cor- 
te Superior, serán resueltas por ésta; y por la Corte Supre- 
ma, cuando aquellas correspondan á diversos distritos. 

También decidirá la Corte Suprema las controversias, que 
surjan, cuando el Consejo de Oficiales generales sea uno de 
los contendientes, por ser él tribunal de revisión. 

Habiendo duda, sobre cuál sea la jurisdicción, á que se so- 
meta la causa, la contienda se resolverá en favor de la justi- 
cia ordinaria, que constituye la regla, y que debe suponerse 
que rija, mientras no se demuestre la existencia de una ex- 
cepción fundada por la ley. 

Estos principios elementales y evidentes, consagrados des- 
de los orígenes de nuestra legislación, son el fundamento de 
la reforma, que propone esta Corte Suprema, mediante el ad- 
junto proyecto, que ella confía merezca la preferente aproba- 
ción del Poder Legislativo. 

Dios guarde á V. E. 

(Firmado) — Alberto Elmore. 
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